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Elementos clave en la 
rehabilitación y reinserción de 
infractores de ley en Chile



Chile tiene hoy alrededor de 50.000 perso-
nas privadas de libertad y aproximadamente 
23.000 volvieron a la sociedad durante el úl-
timo año. La población condenada privada de 
libertad creció 120% entre el año 2000 y 2008 
y los condenados en el medio libre aumentaron 
53% en el mismo periodo de tiempo2. A pesar 
de que esta población requiere de programas y 
mecanismos de rehabilitación y reinserción que 
faciliten su reingreso a la sociedad, el sistema 
penitenciario nacional está lejos de tener una 
clara política de rehabilitación y reinserción de 
infractores. Si bien existen ciertas iniciativas, 
éstas son aisladas y de baja cobertura y no utili-
zan metodologías basadas en la evidencia, por 
lo cual no se sabe con exactitud si lo que se 
está aplicando va a tener un real impacto en la 
reincidencia criminal.

En el medio cerrado, la oferta se centra en in-
tervenciones aisladas que no necesariamente 
se corresponden con las necesidades de los 
casos en particular. En este sentido, una per-
sona podría acceder a participar de alguna 
actividad debido a su buena conducta y a las 
plazas disponibles sin tener en cuenta que qui-
zás requiere una intervención en otras áreas. La 
oferta de enseñanza básica, que se brinda por 
medio de escuelas penales abarca al 58% del 
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total de recintos penitenciarios, mientras que 
la enseñanza media está presente sólo en 41% 
de éstos. La oferta laboral también es muy es-
casa. Durante el año 2008 sólo el 4% del total 
de recluidos pudo acceder a una capacitación y 
aproximadamente el 33% participó de alguna 
actividad laboral, lo cual no necesariamente im-
plica el desarrollo de un oficio y la participación 
en un taller de apresto laboral, ya que este por-
centaje incluye el trabajo de artesanía, que mu-
chas veces no genera una actividad comercial y 
termina siendo algo meramente recreativo. En 
el año 2008 sólo el 2% de la población recluida 
tuvo acceso a alguna actividad laboral vincu-
lada a empresas provenientes del medio libre. 
Para el apoyo post penitenciario, sólo se cuenta 
con el programa “Hoy es mi tiempo”, que tiene 
una cobertura de apenas 350 plazas, aunque 
es -sin duda- la oferta de mejor calidad de todo 
el sistema, ya que cuenta con un diseño, plan 
de acción y una evaluación de procesos. En 
cuanto a las adicciones, la evidencia muestra 
que aproximadamente el 60% de los infracto-
res de ley consume drogas (Hurtado, 2005) y 
la oferta nacional en los recintos penales sólo 
alcanza para 992 personas, contando sólo con 
dos programas para el total de usuarios de li-
bertad vigilada. 
En el sistema abierto tampoco existe una po-

1. La realidad nacional

2

1 Este artículo es parte del libro “Buenas prácticas en rehabilitación y reinserción de infractores de ley” que Fundación Paz 
Ciudadana publicará dentro de los próximos meses.
2 Para obtener mayor información respecto de los datos estadísticos citados en este apartado ver Boletín Estadístico 2008 
en www.pazciudadana.cl
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lítica clara de rehabilitación. La baja cantidad 
de delegados de libertad vigilada no permite 
que se realice un adecuado manejo de caso y 
acompañamiento para la reinserción, pues exis-
ten 57 penados por delegado, siendo el límite 
legal de 30. En relación a las otras medidas de 
la ley 18.216, se puede constatar que tampo-
co existe una definición clara que favorezca 
la reinserción, ya que el 37% de la población 
condenada a la reclusión nocturna pernocta en 
cárceles, cuando deberían hacerlo en recintos 
especializados, lo cual conlleva un contagio cri-
minógeno difícil de evitar.

Además de los problemas señalados, como la 
baja cobertura y la ausencia de una política de 
rehabilitación y reinserción en el sistema peni-
tenciario, existen otros problemas que atentan 
negativamente con estos procesos, tales como 
la priorización de aspectos ligados sólo a la se-
guridad y el hacinamiento. 

En primer lugar, el hecho de que Gendarmería 
se ocupe principalmente de la seguridad de 
los recintos penitenciarios relega a un segun-
do lugar de relevancia el tema de la rehabili-
tación. Un hecho que constata lo anterior es 
que las salidas controladas al medio libre y li-
bertad condicional disminuyeron notoriamente 
en los últimos 10 años. La primera disminuyó 
en 20%, pasando de 1.010 en 1999 a 813 en 
2008. Mientras que la libertad condicional dis-
minuyó en 75%, pasando de 2.164 en 1999 a 
533 en 2008. Sólo la participación del sistema 
semi abierto ha aumentado en los últimos 10 
años, pasando de 326 en 1999 a 475 en 2008, 
lo que refleja un aumento de 46%. No obs-
tante, el 40% de las plazas se encuentran no 
utilizadas por ausencia de derivación. 

En segundo lugar, las condiciones actuales de 
hacinamiento afectan negativamente cualquier 
intento resocializador al aumentar las conduc-
tas violentas, impedir la segregación y dificultar 
la rutina diaria. Chile presenta 42% de sobre-
población penal, es decir, hay una diferencia de 
42% entre la cantidad de población recluida y 
la capacidad actual de los establecimientos car-
celarios en cuanto a plazas disponibles.

Sin lugar a dudas, los datos anteriormente ex-
puestos muestran grandes obstáculos que im-
piden una real rehabilitación y reinserción de 
infractores, ya sea por la baja cobertura, por la 
desintegración y baja calidad de la oferta o por 
los problemas y conflictos del propio sistema 
penitenciario. 

Es fundamental promover la implementación 
de una política nacional de rehabilitación y 
reinserción en el sistema penitenciario chileno, 
para lo cual se deben conocer los elementos 
clave a considerar a la hora de implementar ini-
ciativas exitosas. 

2. Antecedentes sobre la re-
habilitación y reinserción de 
infractores de ley

Durante la década de los setenta prevaleció -en 
el ámbito de la criminología y de las políticas 
públicas de la justicia criminal- la idea de que 
era imposible rehabilitar a infractores de ley 
y que ninguna de las estrategias y programas 
utilizados había mostrado buenos resultados. 
Esta idea se basó, principalmente, en un artícu-
lo publicado por Martinson en 1974 (Robinson 
& Crow, 2009), en el cual se estableció que no 
existía técnica o programa alguno que fuese 
efectivo para disminuir la reincidencia en el 
delito. No obstante, los estudios que llevaron 
a este autor a plantear lo anterior, fueron bas-
tante criticados porque midieron intervencio-
nes realizadas entre 1945 y 1975, prácticas 
que a la fecha en que se publicó el artículo ya 
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estaban obsoletas. Además, este mismo autor 
realizó una revisión de su estudio en 1979 y 
sus conclusiones fueron prácticamente opues-
tas a las del estudio original. Por otra parte, a 
mediados de la década de los setenta fueron 
publicados más estudios que reforzaron esta 
idea, dentro de los cuales se destacan a auto-
res como Lipton en Estados Unidos y Brody en 
Reino Unido (McGuire, 2006) quienes trataron 
de sustentar este argumento a través de estu-
dios experimentales, algunos de los cuales, a 
pesar de tener un diseño riguroso, no conta-
ron con evidencia suficiente para sostener sus 
conclusiones. 

A pesar de los cuestionamientos frente a estos 
estudios se fue instalando, en el ámbito de la 
criminología, la idea de que “nada funciona” 
(“nothing works”) para disminuir la reinciden-
cia, la cual fue dando espacio a aquellos para-
digmas centrados en la inhabilitación a través 
del encarcelamiento como único método para 
evitar la reiteración de la conducta criminal. 
Pese al daño que estos artículos generaron en 
el ámbito de la rehabilitación de infractores, al 
asentar la idea de que no valía la pena invertir 
en estos programas, permitió que la crimino-
logía repensara algunos supuestos y revisara 
las teorías a la base, para dar pie a nuevos 
avances en el área.

De esta manera, se comenzaron a desarrollar 
estudios que demostraron que la cárcel, ade-
más de ser una respuesta muy cara, genera-
ba efectos muy limitados en la disminución 
del delito (Zimring & Hawkins en Robinson y 
Crow, 2006) y desde una óptica de política 
pública, en California se argumentaba que 
decir que se estaba ganando la guerra contra 
el delito encarcelando a los infractores, era 
equivalente a decir que se estaba ganando 
la guerra contra la enfermedad por poner a 
todos los enfermos en los hospitales (Currie 
en Robinson & Crow, 2006). 

Es así como a mediados de la década de los 
ochenta surgieron en Canadá y en Reino Unido 
agrupaciones de investigadores que abrieron 
paso a nuevos estudios a través de técnicas 

de meta análisis. Esta metodología intenta 
integrar y combinar resultados de diferentes 
estudios científicos, originalmente orientados 
a responder la misma pregunta. Los estudios 
de meta análisis presentan la ventaja de hacer 
una revisión de literatura de manera simple y 
uniforme, realizando estadística comparativa. 
Este tipo de investigación se ha desarrollado 
en forma frecuente en los últimos años, ya que 
permite hacer inferencia estadística de manera 
uniforme y con muestras más representativas, 
entregando una mayor robustez y confiabilidad 
a los resultados de los trabajos realizados.

Al mismo tiempo, en Norteamérica surge 
un movimiento liderado por autores como 
Andrews, Bonta, Gendreau, Ross, Lipsey, entre 
otros, el cual utilizó básicamente técnicas ex-
perimentales para medir resultados de progra-
mas de rehabilitación para infractores de ley. 
A través de sólidos estudios, demostraron que 
había cierto tipo de prácticas basadas principal-
mente en el enfoque cognitivo-conductual y en 
las teorías del aprendizaje social que genera-
ban un impacto en la reincidencia delictual. La 
importancia de estos estudios fue que no sólo 
lograron establecer qué tipo de programas fun-
cionaban, sino que definieron los componentes 
de éstos que los hacían más efectivos a la hora 
de impactar sobre la futura comisión de deli-
tos. Dentro de los estudios más relevantes se 
destaca el de Mark Lipsey en 1992 (Andrews & 
Bonta, 2006), el cual mostró que el tratamiento 
tenía un efecto de reducción de la reincidencia 
de hasta 20% y que de los aproximadamen-
te 400 estudios revisados, 64% mostraba un 
efecto positivo del tratamiento en la reducción 
de la reincidencia (McGuire, 2006). 

A partir de estos estudios, se comenzó a instalar, 
a mediados de los noventa, el paradigma de-
nominado “los principios de las prácticas efec-
tivas” (McGuire, 2006), los cuales contenían 
una serie de elementos clave, rescatados de 
variadas investigaciones, que favorecían un real 
impacto en la reincidencia delictual. En 1995, 
James McGuire, psicólogo de la Universidad de 
Liverpool en Reino Unido, editó un libro que 
fue emblemático, ya que logró poner en con-
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junto y adaptar para la aplicación práctica los 
principales avances de la investigación sobre 
rehabilitación de infractores. Este libro se de-
nominó “Qué sirve para reducir la reincidencia: 
orientaciones de la investigación y la práctica” 
y planteó, a partir de sólida evidencia, que la 
idea de que “nada sirve para rehabilitar infrac-
tores” debía ser profundamente revisada, pro-
poniendo ciertos elementos a considerar para 
lograr que un programa de rehabilitación fuese 
exitoso (Ver recuadro Nº1). 

Recuadro Nº1: Principios para el diseño e 
implementación de programas de rehabili-
tación efectivos

Fuente: McGuire, 2006

Además de rescatar los principios efectivos para 
impactar en la reincidencia, este autor estable-
ció cuáles eran aquellas prácticas altamente uti-
lizadas que no generaban ningún impacto en 
la disminución de la conducta delictual, tales 
como los modelos psicoterapéuticos tradicio-
nales, los modelos médicos, entre otros. Por 
otra parte, este autor hizo una fuerte crítica a 
los modelos basados en aspectos punitivos en 
cuanto a su efecto en la disuasión del delito, ba-
sándose en el estudio de meta análisis de Lipsey 
(Lipsey, 1992), que mostró que las medidas ba-
sadas en estos enfoques -como el alto nivel de 
supervisión y el encarcelamiento de shock3- no 
tenían efectos positivos en la reducción de la 
futura conducta criminal e incluso mostraban 
25% de aumento en las tasas de reincidencia 
en comparación con grupos control. 

A pesar de los avances en la criminología men-
cionados anteriormente, los debates en torno 
a la efectividad de la rehabilitación en infrac-

tores no han terminado. Aún falta un mayor 
desarrollo de evidencia sobre el tema y apor-
tes de estudios longitudinales, como también 
cambios más bien culturales e ideológicos que 
permitan enfrentar el problema de una forma 
más objetiva. En este sentido, Shadd Maruna y 
Tony Ward en su libro “Rehabilitation” (Ward & 
Maruna, 2006) plantean que más que pregun-
tarse “¿qué sirve para rehabilitar a infractores?” 
hay que orientar el foco hacia “¿qué hace que 
los infractores cambien?”. Se ha investigado 
bastante respecto de la relación entre edad y 
conducta criminal, concluyendo que la mayoría 
de los infractores abandonan la conducta delic-
tual antes de la edad adulta, aproximadamen-
te 85% de los infractores de ley desistirían del 
delito a los 28 años (Blumstein y Cohen, 1987 
en Ward & Maruna, 2006). En este sentido, la 
criminología se ha comenzado a enfocar du-
rante la presente década en aquellos factores 
que hacen que los sujetos dejen de delinquir 
a través del enfoque de “desistimiento”. Este 

• Clasificación según riesgo de reincidencia
• Necesidades criminógenas como objetivos de la intervención
• Incorporar la capacidad de respuesta del usuario frente a la intervención
• Intervención en la comunidad
• Modalidad de tratamiento
• Integridad del programa

3 Estos programas están orientados para infractores adultos jóvenes y se basan en el encarcelamiento por un periodo 
corto basado en una estricta disciplina de corte militar, alta estructuración de las actividades y trabajo. Ver http://www.
ncjrs.gov/pdffiles/shockny.pdf



6

concepto se puede definir como: “la abstinen-
cia a largo plazo del delito entre sujetos que es-
tuvieron involucrados en patrones persistentes 
de conducta criminal” (Ward & Maruna, 2006), 
cambiando el foco de atención hacia el descu-
brimiento de cuáles son los aspectos que no 
sólo propician, sino que más bien mantienen el 
proceso de cambio. 

En el presente apartado se pudo observar el 
desarrollo de la rehabilitación de infractores 
de ley en los últimos 50 años. A pesar de que 
hoy en día no existe consenso respecto de lo 
que se debe hacer en relación a este tema, 
existen ciertos elementos clave a considerar a 
la hora de orientar una política pública o un 
programa de rehabilitación para infractores 
de ley. En el siguiente apartado se destacan 
algunos de estos elementos desde diferentes 
enfoques criminológicos.
      
 

3. Elementos clave en la re-
habilitación y reinserción de 
infractores de ley

3.1. Evaluación de riesgo, 
necesidades y capacidad de 
respuesta

La primera etapa de un proceso de rehabilita-
ción es la evaluación. Este proceso es altamente 
relevante, ya que permite diseñar el plan de in-
tervención y establecer los objetivos del mismo. 

La evaluación de los infractores de ley surge en 
el siglo XIX debido a la necesidad de clasificar a 
los sujetos privados de libertad y de establecer 
su nivel de peligrosidad. El objetivo que se per-
seguía era disponer -a partir de los resultados 
de la evaluación- del nivel de control necesa-
rio para que estos sujetos no representaran un 
riesgo para la sociedad. 

A partir de 1920, la evaluación comienza a en-
focarse en los factores psicológicos y sociales 

relacionados a la conducta delictual, relegando 
a un nivel secundario el tema de la violencia y 
la peligrosidad. Durante este periodo, la eva-
luación se centra en el criterio profesional, por 
medio de entrevistas individuales, cuyos resul-
tados y recomendaciones se basan en el “juicio 
experto”. Estudios de seguimiento a casos que 
fueron evaluados bajo discreciones subjetivas 
como las mencionadas han mostrado que el 
juicio experto por sí sólo tiene una baja capaci-
dad predictiva (Harland, 1996). 

En la década de los ochenta, tras el desarrollo 
de nuevos y sofisticados modelos de rehabili-
tación para infractores de ley, la investigación 
se orienta a la producción de herramientas que 
permitan disminuir la reincidencia delictual. 
Estos instrumentos son en su mayoría encues-
tas, escalas y pautas de registros estructuradas 
y estandarizadas, desarrollados principalmen-
te en Estados Unidos y Canadá. Si bien estos 
instrumentos mostraban una alta capacidad 
predictiva y favorecían además la clasificación 
intra penitenciaria, se centraban en variables 
estáticas, es decir, no incorporaban la posibi-
lidad del cambio en estos sujetos ni aportaban 
orientaciones para el tratamiento. 

Debido a lo anterior, surgen los instrumentos 
denominados “de tercera generación” que, 
además de la evaluación de riesgo, incluyen el 
concepto de “necesidades criminógenas”. Este 
último, se refiere a las diferentes necesidades de 
intervención de los sujetos, las cuales deben ser 
atendidas en el proceso de rehabilitación para 
evitar la conducta delictual futura. Este tipo de 
evaluaciones se ha desarrollado principalmente 
en Canadá, bajo el impulso de investigadores 
como James Bonta (Andrews & Bonta, 2006).

Como se mencionó anteriormente, existen di-
ferentes tipos de evaluaciones que se han de-
sarrollado a lo largo del tiempo gracias a los 
avances en las ciencias del comportamiento. 
Sin embargo, en muchos centros privativos de 
libertad del mundo, se siguen utilizando las he-
rramientas de primera generación para la toma 
de decisiones respecto de los jóvenes. Incluso, 



logrado determinar cuáles de estos factores fa-
vorecen la aparición y el desarrollo de la con-
ducta delictual (Andrews & Bonta,2006), (ver 
recuadro N°2). Éstos pueden estar presentes en 
diferentes niveles, tales como el ámbito indivi-
dual, la familia, la escuela, el grupo de pares, la 
comunidad, la sociedad y la cultura. 

Cuando se habla de factores de riesgo se debe 
diferenciar entre los estáticos y los dinámicos. 
Los primeros son aquellos que pueden prede-
cir la futura conducta criminal, pero no están 
sujetos a cambio, como por ejemplo, la historia 
delictual pasada. Los segundos son suscepti-
bles al cambio y, si eso ocurre, permite reducir 
la reincidencia criminal. Por tal razón, a estos 
últimos se les llama necesidades, al transfor-
marse en objetivos de intervención. De esta 
manera, el programa de rehabilitación dentro 
del centro se orientará al grupo de necesida-
des específicas detectadas en el infractor al 
momento de la evaluación, sin dejar de lado, 
obviamente, aquellas áreas detectadas que no 
necesariamente contribuyen a la conducta de-
lictual. Algunos centros privativos de libertad 
clasifican a los sujetos según su nivel de riesgo 
y a partir de esto los dividen en módulos, pero 
las intervenciones son establecidas en planes 
individuales que se orientan al tratamiento de 
las necesidades específicas. 

Recuadro N°2: Factores de riesgo/necesi-
dad que tienen mayor peso a la hora de 
predecir la conducta criminal.

Fuente: Andrews & Bonta, 2006.

7

en Estados Unidos, donde los instrumentos de 
tercera generación han sido muy sociabiliza-
dos, un estudio realizado en Ohio en 97 cen-
tros privativos de libertad mostró que sólo el 
20% utilizaba el enfoque de riesgo y necesidad 
(Lowenkamp, Latessa & Holsinger, 2006). Esto 
podría explicar, en parte, los bajos resultados 
que se observan en el sistema de justicia juvenil 
en la disminución de la reincidencia criminal.

Las evaluaciones de riesgo y necesidad han de-
mostrado tener mayor capacidad predictiva de 
la futura conducta criminal que las herramien-
tas tradicionales. Un estudio de meta análisis 
realizado en el 2000 (Grove et al., 2000) a 136 
estudios que comparaban la evaluación empí-
rica a través de instrumentos estandarizados y 
el juicio clínico mostró que en 47% de los estu-
dios, los instrumentos tenían mayor capacidad 
de predicción sobre la futura conducta criminal 
que el juicio experto. En este sentido, se puede 
señalar que al utilizar este tipo de evaluaciones, 
se toman decisiones más acertadas y se aumen-
tan las posibilidades de rehabilitar y reinsertar 
al infractor.

Para profundizar en este tema y entender mejor 
a que nos referimos cuando hablamos de eva-
luaciones de riesgo/necesidad, se debe com-
prender el enfoque de los factores de riesgo 
y cuál es su importancia en la rehabilitación de 
los infractores de ley. Los factores de riesgo son 
variables que pueden afectar negativamente el 
desarrollo de las personas. De esta forma, cuan-
do se habla de estos factores, se hace referen-
cia a la presencia de situaciones contextuales o 
personales que, al presentarse, incrementan la 
probabilidad de desarrollar problemas emocio-
nales, conductuales o de salud.

Estos factores no generan certeza total de que 
se vaya a alterar el desarrollo esperado del su-
jeto, más bien ayudan a estimar la probabili-
dad de que esto ocurra. En el ámbito de los 
infractores de ley, estudios longitudinales han 

• Historia de conducta antisocial
• Patrones antisociales de personalidad
• Pensamiento antisocial
• Asociaciones antisociales
• Circunstancias familiares
• Escuela/Trabajo
• Tiempo libre/recreación
• Abuso de sustancias
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tacar algunos elementos centrales que los pro-
gramas y servicios que se apliquen deben tener 
en cuenta para lograr resultados exitosos.

a. Modalidad de la intervención: Este as-
pecto se refiere a que existen ciertos programas 
que han probado ser efectivos en cuanto a la 
reducción de la reincidencia y otros que no han 
tenido resultados importantes que justifiquen 
su aplicación. Este aspecto también se conoce 
como “programas basados en la evidencia”, a 
partir de los cuales se han logrado establecer los 
componentes que hacen que una intervención 
sea más efectiva. En cuanto al modelo teórico 
y de intervención subyacente, se ha visto que 
el enfoque cognitivo-conductual es el que ha 
mostrado mejores resultados. Esta teoría incor-
pora tanto las técnicas conductuales de modifi-
cación de la conducta, como los pensamientos, 
las actitudes, las creencias y las emociones, en-
tendiendo que para que se produzca un cam-
bio, median no sólo aspectos ambientales, sino 
también los individuales. Se recomienda que la 
intervención se centre en los siguientes aspec-
tos (Stephenson, Giller & Brown, 2007):

 Manejo de la agresión: Estas interven-
ciones fomentan la adquisición de respuestas 
efectivas frente a las situaciones estresantes. 
Esto se realiza enseñando a los sujetos a reco-
nocer los elementos que gatillan respuestas de-
sadaptativas y entrenándolos en técnicas para 
reducir este tipo de expresiones. 

 Reestructuración cognitiva: Se trabajan 
las distorsiones cognitivas que desencadenan 
errores en la percepción de diferentes situacio-
nes. Se les enseña a reconocer y a modificar 
aquellas distorsiones que desencadenan pensa-
mientos disfuncionales y conductas antisociales.

 Habilidades sociales: Se enseñan habili-
dades interpersonales, tales como la capacidad 
de interpretar y reaccionar frente a las conductas 
de los demás. Se trabaja la manera en que el in-
dividuo reacciona frente a la presión social y a las 
situaciones conflictivas, promoviendo habilida-
des comunicacionales y conductas pro-sociales. 

Algunas evaluaciones de riesgo y necesidad 
han incorporado un nuevo concepto denomi-
nado capacidad de respuesta (responsivity 
en su versión original en inglés). Este factor 
se refiere a las capacidades del sujeto o de su 
entorno, que no están directamente asocia-
das a la conducta antisocial, pero que pueden 
afectar la respuesta frente a la intervención. 
La implicancia de incorporar este principio es 
entregar un plan de tratamiento que sea con-
sistente con las habilidades y destrezas del su-
jeto. Para que esto ocurra, se deben identificar 
–por medio de la evaluación- los factores de 
personalidad y estilos cognitivos que permitan 
orientar mejor el tratamiento. 

Los tres conceptos tratados, riesgo/necesidad/
capacidad de respuesta, son claves a la hora 
de evaluar y planificar la intervención de una 
persona en un centro privativo de libertad. Es 
así como Canadá, Inglaterra y Estados Unidos 
han diseñado instrumentos de evaluación que 
cumplen con estos principios y han logrado dis-
poner y entregar el tratamiento adecuado que 
logra impactar en la reincidencia, ahorrar cos-
tos y estandarizar las prácticas en las distintas 
localidades. 

Sin embargo, las críticas frente a este modelo 
señalan que se centra en los aspectos negativos 
y en las deficiencias de los sujetos, sin tener en 
cuenta sus habilidades y factores protectores 
frente a la reincidencia. Ward y Maruna (2006) 
señalan que intervenir los factores de riesgo es 
una condición necesaria pero no suficiente para 
impactar en la reincidencia. Por tal razón, se 
debe seguir avanzado en torno a este modelo 
e incorporar los avances que la evidencia de las 
investigaciones en el área vayan mostrando.

3.2. Programas y servicios

El proceso de rehabilitación consta de varias 
etapas. Como se explicó anteriormente, la pri-
mera es la evaluación y lo que sigue es, natu-
ralmente, la provisión de oferta y servicios para 
que el programa de intervención individual se 
lleve a cabo. En este sentido, se pueden des-
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 Habilidades cognitivas: Estas interven-
ciones mejoran la capacidad de razonamien-
to, de toma de decisiones y buscan reducir la 
impulsividad.

 Modificación conductual: Se basan en 
las teorías del aprendizaje social y utilizan me-
canismos de incentivos para fomentar ciertas 
conductas.

 Razonamiento moral: Se entrega entre-
namiento respecto de lo adecuado o incorrec-
to en determinadas situaciones asociadas a la 
conducta delictual.

 Prevención de recaídas: Buscan crear 
conciencia respecto de situaciones y ambientes 
que pueden predisponer la conducta delictual, 
de manera que los sujetos logren identificarlas 
y reducir estas conductas.

 Impacto en la víctima: Se tratan las con-
secuencias del comportamiento desadaptati-
vo en los demás. Se mezclan con técnicas de 
mediación y con intervenciones de la justicia 
restaurativa. 

Además del enfoque de la intervención y de los 
aspectos que éste incorpora, estudios de meta 
análisis han logrado establecer qué tipo de pro-
gramas tienen mayor impacto en la disminución 
de la reincidencia (Ver recuadro Nº 3). No obs-
tante, los resultados de cada programa depen-
derán en gran medida de la población en que se 
apliquen y del contexto en que se instalen.

Recuadro Nº 3: Impacto en la reincidencia 
de programas basados en la evidencia

Por último, es importante señalar que uno de 
los elementos más relevantes que la evidencia 
ha demostrado, es que los programas de trata-
miento de infractores deben ser multimodales, 
es decir, deben incorporar múltiples aspectos y 
necesidades, tanto criminógenas como de otro 
tipo que estén vinculadas al mantenimiento de 
la conducta delictual. En este sentido, autores 
como Colin Roberts de la Universidad Oxford 
(McGuire, 2006) ha establecido un modelo 
para proveer al infractor de los mínimos servi-
cios necesarios de acuerdo a sus necesidades. 
Para esto, construyó un modelo que incorpora 
tanto aspectos individuales como comunitarios 
que se pueden observar a continuación (Ver fi-
gura Nº 1)

Fuente: Center for Effective Public Policy, 2007. 

Programa Impacto en disminución 
 de la reincidencia
Tratamiento cognitivo/conductual para 
    delitos sexuales en la comunidad 31%
Tratamiento para delitos sexuales en prisión 15%
Educación vocacional en prisión 13%
Tratamiento de drogas en la comunidad 12%
Asistencia para el empleo en la comunidad 5%
Industrias intra penitenciarias 8%
Terapia funcional familiar (en jóvenes) 16%
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Foco en 
pensamiento 
y conducta

Se interviene a 
través de programa 

cognitivos conductuales

Foco en aspectos 
directamente asociados 

al delito
Se interviene en programas 
específicos para agresores 

sexuales, delitos contra la propiedad, 
manejo en estado de ebriedad, etc.

Foco en factores indirectos asociados
Se interviene en problemas específicos como drogas/alcohol, 

violencia, agresividad

Foco en problemas sociales/del medio específicos
Se interviene de manera específica en áreas como la familia, vivienda y 

empleo, educación

Foco en la reintegración a la comunidad
Se promueve la participación en oportunidades que presenta la comunidad como 

asociaciones sociales, centros comunitarios y familiares

Figura Nº 1: Modelo de intervención

Fuente: Roberts, C. en McGuire 2006

Nivel individual

Nivel comunitario

b. Integridad o fidelidad del programa: 
Se ha podido comprobar que, más allá de los 
aspectos señalados, existen otros elementos 
que son tanto o más importantes y que se re-
lacionan con la implementación de los progra-
mas. Muchas intervenciones se diseñan a par-
tir de metodologías basadas en la evidencia y 
abarcan amplios aspectos, pero fallan a la hora 
de la puesta en marcha, debido a elementos 
relacionados con la administración, los recur-
sos humanos y la gestión. En este sentido, uno 
de los aspectos centrales dice relación con la 
calidad del personal que ejecuta la interven-
ción en cuanto a su formación, como también 

a la relación que establecen con los usuarios. 
Otro aspecto que favorece la integridad es la 
documentación de la información y el diseño 
de una guía para la acción. Muchos programas 
de intervención no cuentan con un manual de 
procedimientos que establezca los lineamientos 
generales y que sirva para orientar el accionar 
de los equipos, lo cual afecta negativamente 
a la intervención, ya que no permite medir su 
impacto y favorece la instalación de prácticas 
inestructuradas. Por último, un elemento que 
puede desencadenar serios problemas a la hora 
de implementar un programa de rehabilitación 
para infractores de ley, es la resistencia organi-
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zacional (Hollin en McGuire, 2006), la cual se 
refiere a obstáculos presentes en la comunidad 
o en la institución ejecutora que dificultan la 
aplicación del programa. Para evadir estos pro-
blemas, los expertos recomiendan que la es-
tructura organizacional establezca claramente 
la participación de cada agente involucrado, 
que facilite la comunicación y el accountabili-
ty y que sea capaz de soportar la presión por 
resultados inmediatos, ya que el cambio en 
infractores de ley puede tomar un periodo de 
tiempo prolongado. 

c. Seguimiento y reintegración: En gene-
ral, el seguimiento se entiende como el acom-
pañamiento que se realiza a un sujeto tras una 
intervención estructurada. En el caso particu-
lar de los infractores que han estado sujetos 
a penas privativas de libertad, este proceso se 
denomina “reinserción post penitenciaria” y, 
más que un seguimiento, este proceso se con-
vierte en una intervención por sí sola. Si bien 
la rehabilitación es un proceso continuo, que 
debe iniciarse en la cárcel y continuar en la co-
munidad, el principal desafío es el trabajo en 
el medio libre. De hecho, la evidencia muestra 
que los resultados del trabajo de rehabilitación 
que se realiza en el nivel intra penitenciario se 
ve maximizado cuando se incorpora un fuer-
te trabajo de seguimiento e intervención en la 
comunidad (Andrews & Bonta, 2007). Este tra-
bajo de reintegración no sólo se relaciona con 
el acompañamiento, sino que debe incorporar 
intervenciones en los siguientes niveles:

• Vivienda y alojamiento: Los estudios 
muestran que en Reino Unido uno de cada tres 
reclusos pierde su hogar mientras se encuen-
tra en prisión (NACRO, 2005) y que un tercio 
de los que salen de la cárcel no tiene un lu-
gar para vivir o alojar. Esta situación se agudiza 
especialmente en casos de personas altamen-

te institucionalizadas, que han pasado largo 
tiempo en la cárcel o que no poseen ningún 
vínculo social, ya que se enfrentan al medio en 
una situación de gran vulnerabilidad que pue-
de propiciar la instalación de conductas de alto 
riesgo o la reincidencia. En la experiencia com-
parada existen programas orientados a brindar 
este tipo de servicios, la mayoría de los cuales 
se asientan en la sociedad civil y en organismos 
no gubernamentales. 

• Empleo y educación: Una importante 
cantidad de infractores de ley no ha termina-
do la educación y nunca se ha desempeñado 
en un trabajo formal. Numerosas teorías han 
vinculado el empleo con la conducta delictual 
(Uggen & Staff, 2001). Algunos autores (Hirschi 
& Gottfredson en Uggen & Staff, 2001) seña-
lan que la comisión de delitos va disminuyendo 
acorde a la edad, por la necesidad de un estilo 
de vida más convencional que aparecería en la 
edad adulta, lo cual lleva aparejadas conduc-
tas como buscar un empleo o tener una pareja 
estable. La evidencia no es sólida respecto del 
efecto de la empleabilidad en la disminución de 
la conducta delictual, no obstante, la investiga-
ción muestra que el tratamiento suele ser más 
efectivo en sujetos con una historia de trabajo 
anterior que en aquellos que nunca han estado 
empleados. Un estudio realizado en 1997 por 
Saylor & Gaes (Uggen & Staff, 2001) con una 
muestra de sujetos que trabajaron durante su 
permanencia en la cárcel o recibieron apoyo 
vocacional mostró una disminución de 24% 
en la probabilidad de reincidir en comparación 
al grupo control que no había recibido estos 
beneficios. Por otra parte, se han desarrollado 
diversos estudios acerca del efecto de la calidad 
del trabajo y la conducta delictual. Estudios lon-
gitudinales han mostrado que el empleo de alta 
calidad influye positivamente en la prevención 
de la conducta delictual (Uggen & Staff, 2001) 
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y que los infractores que participan de este tipo 
de empleos muestran menor tendencia a rein-
cidir. A pesar de que no existe vasta evidencia 
sobre este tema, existen ciertos aspectos que 
es necesario relevar. Dentro de éstos destaca el 
hecho de que el empleo sería más efectivo para 
impactar en la reincidencia en infractores adul-
tos que en jóvenes. En cambio, con población 
adolescente, sería mucho más positiva la edu-
cación y la orientación vocacional, ya que esta 
población no demuestra interés en establecer 
vínculos en el nivel laboral. 

• Tratamiento de alcohol y drogas: El tra-
tamiento de alcohol y/o drogas es esencial en 
casos en que la conducta delictual se asocia al 
consumo de sustancias. Así, sujetos que delin-
quen estando bajo los efectos de las drogas o 
para obtener dinero para comprarlas, se verán 
altamente beneficiados por intervenciones de 
este tipo. No obstante, para un sujeto que ha 
cumplido condena en un centro privativo de 
libertad y ha recibido tratamiento contra las 
drogas, los riesgos de recaídas se hacen pre-
sentes, especialmente en el retorno a la so-
ciedad. La influencia de conocidos adictos, la 
disponibilidad de drogas, la ansiedad que ge-
nera el enfrentarse al medio libre, entre otras 
circunstancias, pueden operar como elementos 
desencadenantes del consumo. Por tal razón, 
es necesario contar con un programa de se-
guimiento altamente estructurado, con apoyo 
psico-social y con grupos de auto ayuda para 
enfrentar la etapa del egreso. 

• Trabajo con la familia: Estudios en Reino 
Unido muestran que casi la mitad de los su-
jetos que entran a prisión pierde el contacto 
con sus familias (NACRO, 2005). Aunque re-
ciente, existe evidencia de que las personas 
privadas de libertad suelen reincidir de dos a 

seis veces más dentro del primer año después 
de su egreso (Mills & Codd, 2008) cuando no 
han recibido apoyo familiar durante el cum-
plimiento de sus condenas. La promoción de 
la mantención de vínculos familiares durante 
todo el periodo de cumplimiento de la con-
dena promueve un egreso más fácil para el 
condenado, influyendo positivamente en sus 
probabilidades de reincidir. Así, se apuesta 
porque a través del fortalecimiento de las re-
laciones con hijos y cónyuges mientras se está 
en prisión, se asegurará que al egreso el suje-
to tendrá capital social suficiente y redes que 
le permitan también acceder a otros factores 
protectores claves en el proceso de desisti-
miento, como por ejemplo, vivienda, soporte 
económico inicial mientras consigue un traba-
jo y apoyo afectivo y emocional que le permita 
adaptarse al cambio que implica dejar de estar 
encerrado y volver a vivir en comunidad. 

3.3. Manejo de caso

Este concepto es relativamente nuevo en la 
criminología y surge bajo el entendido que no 
es suficiente supervisar o acompañar a un in-
fractor, sino más bien se requiere de un con-
junto de acciones que permitan manejar sus 
resistencias, promover conductas pro-sociales y 
generar confianza para suscitar el proceso de 
cambio. De esta manera, el administrador de 
caso ha pasado de ser un simple coordinador 
de servicios a ser parte activa de la rehabilita-
ción, operando como un “agente terapéutico”. 
La evidencia muestra (McNeill, 2009) que exis-
ten ciertos elementos mínimos necesarios para 
que este proceso se desarrolle, a saber, que sea 
consistente, que asegure la continuidad y que 
permita consolidar los cambios.



Por otro lado, se requieren ciertos elementos 
para que el infractor desarrolle un cambio y 
desista del delito, como por ejemplo, moti-
vación, capacidades y oportunidades. En 
este sentido, el administrador de caso debe 
ser capaz de utilizar estrategias motivaciona-
les, entendiendo que el cambio es un proceso 
no lineal que se verá afectado por resistencias 
y recaídas en viejos patrones de conducta. 
También deberá promover el desarrollo de las 
capacidades del infractor, es decir, de sus ha-
bilidades sociales, conocimientos, aptitudes 
y recursos personales. Por último, deberá fo-
mentar oportunidades que den un soporte al 
cambio a través de la generación de capital 
social en cuanto a la conformación de redes 
sociales y de los lazos familiares. 

3.4. Comentarios finales

Como se pudo apreciar a lo largo de este artí-
culo, la rehabilitación de infractores de ley es 
un proceso complejo que se ha venido desa-
rrollando y mejorando a lo largo de los años 
gracias a la investigación en el área. 

En Chile, la oferta de rehabilitación es preca-
ria no sólo en cobertura, sino que en calidad 
y diseño. A partir de los datos expuestos en el 
primer apartado, se puede constatar que se 
requiere de una reforma radical del sistema, 
gran capacitación al recurso humano existente 
y el desarrollo de una institucionalidad acorde 
que permita llevar a cabo estas intervenciones. 
La evidencia muestra que los países que han 
avanzado en esta línea han obtenido resultados 
positivos, que en el largo plazo han impactado 
en la disminución de la reincidencia criminal. 
Tener en cuenta aspectos como los revisados a 
la hora de diseñar programas en el área puede 
ser tremendamente beneficioso, ya que permi-
te ahorrar tiempo, focalizar mejor los recursos y 
avanzar hacia una real política de rehabilitación 
para infractores de ley.
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